PROYECTO DE RESOLUCION

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

RESUELVE

Reclamar la derogación de Programa de Uso Racional de Energía Eléctrica (PUREE), instaurado por la Resolución MIVySP Nº 281/05, complementarias y modificatorias, por constituir un cargo tarifario ilegal al no estar incorporado en el Marco Regulatorio Eléctrico de la Provincia de Buenos Aires –Ley 11769-, por los efectos distorsivos de su aplicación, y por no cumplir los objetivos de su creación. 
FUNDAMENTOS

Los orígenes del PUREE

El 28 de abril de 2004, mediante la Resolución Nº 415/04, la Secretaría de Energía de la Nación aprobó el Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica, a los fines de mejorar las condiciones de abastecimiento interno de gas natural y de energía eléctrica en todo el territorio nacional.

Por el mismo se instruyó a los entes reguladores del gas y la electricidad para promoverlo mediante campañas de ahorro de energía a difundir por los medios de comunicación masiva, y a tomar las medidas necesarias para su implementación.
Además, se invitaba a todos los entes reguladores de la electricidad de jurisdicción provincial a implementar el mismo Programa, concertando las acciones necesarias con los respectivos agentes prestadores del servicio de distribución de energía eléctrica, en las que se debería contemplar el otorgamiento de premios por la reducción de los consumos por debajo de los umbrales definidos, como así también la aplicación de cargos adicionales a aquellos consumidores que excedan los mismos.
Luego, mediante la Resolución Nº 416/04, se establecieron los precios de referencia a los que deberían valorizarse los premios por la reducción de los consumos por debajo de los umbrales definidos, como así también los cargos adicionales a aquellos consumidores que excedieran los mismos. 
Dicha medida se implementó en momentos que en nuestro país se registraba una crisis energética, produciéndose cortes en el suministro debido a una serie de factores. En principio, se evidenciaba un estancamiento en los niveles de generación derivado de cuestiones técnicas, entre ellas la falta de una provisión adecuada de gas natural; mientras que se observaba una limitada capacidad en las redes de transporte de energía por la falta de obras de ampliación de dicha infraestructura, así como la puesta en funcionamiento de nuevas centrales generadoras.

Paralelamente, resultaban evidentes los reclamos de las empresas distribuidoras de energía eléctrica del país para que se actualizaran las tarifas vigentes. En función de ambas circunstancias se instituyó el mencionado Programa para hacer frente a los problemas coyunturales de entonces.

El mencionado Programa pasó a ser de aplicación en las áreas concesionadas a las firmas EDENOR S.A., EDESUR S.A. y EDELAP S.A., a partir del 28 de mayo de ese año mediante la Resolución Nº 552/04. Con posterioridad sufrió una serie de modificaciones y adecuaciones por las Resoluciones de la Secretaría de Energía Nº 552/04, Nº 801/04, Nº 804/04, Nº 842/04, Nº 942/04, Nº 345/05, Nº 745/05, Nº 931/05, Nº 1063/05, Nº 1037/07, Nº 1838/07, Nº 797/08, Nº 1969/08 y Nº 1170/08.   
A partir del 21 de diciembre de 2007, a través del Decreto Nº 140/2007, se aprobó el Programa Nacional de Uso Racional y Eficiente de la Energía (PRONUREE), destinado a contribuir y mejorar la eficiencia energética de los distintos sectores consumidores de energía.

El Programa nacional surgió ante la delicada situación energética del país, ocasionada por una matriz que aprovecha en gran medida recursos naturales no renovables, tales como derivados del petróleo y gas natural, los cuales son de disponibilidad limitada ante la ausencia de una adecuada política en materia de planificación energética. 

El Programa provincial

Ante esa preocupante situación, y en coincidencia con la Nación que solicitaba a las provincias adoptar Programas similares características, la Provincia de Buenos Aires implementó poco tiempo después su propio Programa para el Uso Racional de la Energía Eléctrica (PUREE) mediante la Resolución Nº 373/04, al cual se le realizaron diversas modificatorias, dándoselo por finalizado el día 31 de mayo de 2005.   

A continuación, las autoridades bonaerenses decidieron establecer un nuevo Programa. A tal efecto, y mediante la Resolución Nº 281/05 del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos –dictada el 24 de junio de 2005-, fue aprobado otro con similar denominación Programa para el Uso Racional de la Energía Eléctrica (PUREE) a ser aplicado en la jurisdicción eléctrica de la Provincia, el cual entró en vigencia a partir del 1º de junio de 2005. 
Este nuevo Programa tenía por finalidad principal “operar sobre la demanda de energía incentivando el ahorro para generar excedentes que puedan ser utilizados, particularmente en momentos de escasez de oferta de gas natural para centrales térmicas y bajos aportes hidráulicos para las centrales hidroeléctricas, para asegurar el abastecimiento de aquellos usuarios que incrementan sus necesidades de energía, producto del crecimiento del nivel de actividad económica”. 
A tal fin, se planteaba “requerir a todos los usuarios la adopción de conductas racionales y conservativas en el uso de la energía eléctrica, que contribuyan al objetivo señalado”. Se estableció que los ahorros serían registrados respecto a un año base, de acuerdo a las demandas de potencia de los usuarios. Para aquellas inferiores a 10 kW, el año base sería el período junio 2003 – mayo 2004, o el primer período de 12 meses continuos subsiguiente, para el resto de los usuarios con demandas de potencia iguales o superiores es el período junio 2004 – mayo 2005, o el primer período de 12 meses continuos subsiguiente. También se estableció que el ahorro objetivo es de 10% del consumo del año base
Por otra parte, se dispuso un mecanismo de incentivos económicos. Aquellos usuarios que ahorrasen respecto a igual período del año base por encima del ahorro objetivo se harían acreedores de una bonificación por cada kilovatio hora ahorrado, mientras que los que registraren consumos en exceso por sobre los límites fijados como ahorro objetivo, pagarían cargos adicionales por cada kWh consumido en exceso.
Asimismo, de acuerdo con el artículo 2º del anexo I de dicha Resolución,  serían destinatarios de la aplicación de ese Programa todos los usuarios de las distribuidoras provinciales y municipales bajo jurisdicción provincial, alcanzados por el mismo.
A poco de aplicarse el referido Programa, en su versión nacional, comenzaron a manifestarse un sinnúmero de reclamos por parte de usuarios afectados por elevados incrementos en sus facturas, motivo por el cual debieron realizarse adecuaciones al mismo. 
Prueba de ello fue la Resolución 537/05 del Ente Nacional Regulador de la Electricidad, que dispuso la suspensión provisoria de la aplicación del PUREE normado por la Resolución 745/05 de la Secretaría de Energía de la Nación y la Resolución 355/05 del ENRE.

A nivel nacional, quedaron exceptuados del Programa los siguientes grupos de usuarios: jubilados, electrodependientes, comedores infantiles, establecimientos educativos públicos, establecimientos de salud pública, fuerzas de seguridad, y cooperativas eléctricas ubicadas en las áreas de concesión de las empresas distribuidoras. 

Similar recaudo debió tomar la Provincia mediante el dictado de la Resolución Nº 459 del 19 de agosto de 2005, modificándose los artículos 1º y 2º de la Resolución Nº 281/05, y estableciéndose el día 1 de julio como entrada en vigencia del Programa. 

De acuerdo con el artículo 2º de la Resolución Nº 459/05, fueron exceptuados del régimen de ahorro e incentivos previsto, los usuarios de las distribuidoras provinciales y municipales bajo jurisdicción provincial, los consumos correspondientes a hospitales, centros de salud públicos y centros de salud privados pertenecientes a entidades sin fines de lucro; los establecimientos educativos públicos, comedores infantiles y centros de asistencia comunitaria; Fuerzas Armadas, fuerzas de seguridad, así como de establecimientos penitenciarios de jurisdicción nacional y provincial 

Se debe tener en cuenta que, previamente y por el artículo 2º apartado c) del Anexo I de la Resolución Nº 281/05, quedaron excluidos del régimen de incentivos económicos los usuarios de distribuidoras municipales a las que se refiere el artículo 1º del Decreto Nº 615/01, los usuarios residenciales beneficiados con Tarifa de Interés Social (TEIS), los suministros a dependencias oficiales afectados directamente a la atención de la salud pública, los suministros destinados a abastecer el alumbrado público y los servicios sanitarios.
Es de destacar que, tanto en éste como en la mayoría de los aspectos relacionados con el Programa, el gobierno de la Provincia ha seguido los mismos lineamientos y medidas adoptadas por el Poder Ejecutivo nacional, coincidiendo en este tema con lo estipulado por la Resolución Nº 355/05 del Ente Nacional Regulador de la Electricidad, en lo atinente a los sujetos exceptuados del PUREE.

La necesidad de adecuar el Programa en respuesta a numerosos cuestionamientos que surgieron con su aplicación, obligaron a suspender el mismo, tanto en su versión nacional como provincial. En ese sentido quedó claro que la Provincia debió realizar similares ajustes, suspendiendo y luego volviendo a poner en marcha el PUREE. Los fundamentos de la Resolución provincial SE Nº 698 del 30 de noviembre de 2005 evidencia dicho proceder al expresar en sus fundamentos: “mediante Resoluciones 931/05 y 1063/05 de la Secretaría de Energía de la Nación, modifica la Resolución 745/05 y por lo tanto surge la necesidad de reinstalar el PUREE en la Jurisdicción Provincial instrumentado por las Resoluciones Nº 281/05 y 459/05 adecuado a estas últimas modificaciones”. 
Las numerosas modificaciones

Las distorsiones generadas por la aplicación del Programa para el Uso Racional de la Energía Eléctrica fueron y siguen siendo muchas y de difícil resolución, ya que se producen incrementos exorbitantes en una gran cantidad de facturas por consumo de electricidad, debido a no haber sido contemplados una diversidad de casos relacionados con cuestiones sociales y económico-productivas.

Al irse presentando estas situaciones no previstas, las cuales están directamente vinculadas a las más que discutibles bases y criterios del Programa, los usuarios fueron manifestando sus airados reclamos, dando lugar a la necesidad de producir ajustes y modificaciones en el PUREE. A pesar de ello subsisten numerosos casos de inequidad en los castigos aplicados.

Como ejemplo de lo anteriormente expresado, conviene hacer un raconto de las marchas y contramarchas, suspensiones y nuevas versiones, modificaciones y reaplicaciones –totales o parciales- del Programa, en sus diversas versiones.

El primer PUREE provincial, como se indicó, fue establecido por la Resolución Nº 373/04 –norma que a su vez sufrió modificaciones-, dándose por finalizado por la Resolución Nº 281, de fecha 24 de junio de 2005 que -a su vez- aprobó un nuevo Programa similar a ser aplicado en la jurisdicción eléctrica de la Provincia de Buenos Aires, el cual tendría vigencia “a partir del 1º de junio de 2005”.

Este cambio se relaciona con las modificaciones que el PUREE nacional iba sufriendo y en la decisión del Poder Ejecutivo provincial de aplicar los mismos inmediatamente, lo que determinó situaciones como la descripta y que se ven reflejadas en los considerandos de la norma citada.

De acuerdo con la misma,”la Provincia de Buenos Aires coincide con la orientación del Programa instituido para la Jurisdicción nacional mediante la Resolución de la Secretaría de Energía de la Nación Nº 745/05 y es propósito adoptar un esquema similar que considere las características propias de la Provincia. Que en el mismo sentido, siguiendo los lineamientos de Jurisdicción nacional, esta Provincia también coincide con lo estipulado por la Resolución Nº 355/05 del Ente Nacional Regulador de la Electricidad, en lo atinente a los sujetos exceptuados del PUREE”.

Sin embargo, pocos días más tarde -el 19 de agosto de ese mismo año-, se debió dictar la Resolución Nº 459, a través de la cual se modificaron los artículos 1º y 2º de la Resolución Nº 281. Se retrasó la fecha de inicio del nuevo Programa para el 1º de julio de 2005, así como la de finalización del anterior: 30 de junio del mismo año.   
Además, se determinó que: “Las bonificaciones y recargos se aplicarán a toda factura emitida que se corresponda a períodos de consumo de energía cuya lectura inicial sea posterior a la fecha de inicio del presente Programa”.
También, mediante la Resolución Nº 459/05, se exceptuaron del régimen de ahorro e incentivos previsto por la Resolución N° 281/05 a los usuarios de las distribuidoras provinciales y municipales bajo jurisdicción provincial, mencionados anteriormente, no obstante lo cual deberían realizar sus mejores esfuerzos para propender al uso racional de la energía eléctrica.
Pocos días más tarde, el 1º de septiembre, mediante la Resolución Nº 489, se suspendió la aplicación del Programa para el Uso Racional de la Energía Eléctrica, declarándose “aplicables las previsiones de la Resolución 373/04 y sus modificatorias, a partir del 1º de julio de 2005 y mientras se mantenga vigente la suspensión establecida”. 
Ello dio lugar a que las distribuidoras del servicio público de electricidad debieran compensar la diferencia entre los cargos que se hubieran facturado por aplicación del PUREE aprobado por las Resoluciones 281/05 y 459/05, respecto de los cargos a aplicar según el PUREE previsto en la Resolución 373/04 y sus modificatorias. Dicha compensación debería contemplar la totalidad de los créditos a favor del usuario. 

Los fundamentos de dicha norma son claros respecto a la política aplicada por la Provincia respecto a la Nación en relación a este tema: “la Resolución 537/05 del Ente Nacional Regulador de la Electricidad (ENRE) ha suspendido provisoriamente la aplicación del PUREE normado por la Resolución 745/05 de la Secretaría de Energía de la Nación y la Resolución 355/05 del ENRE; y que es necesario mantener la homogeneidad normativa en las distintas jurisdicciones en donde se aplica el Programa para el Uso Racional de la Energía Eléctrica, con el objeto de mantener el trato equitativo de los usuarios pertenecientes a distintas jurisdicciones”.

El 24 de noviembre de ese mismo año se dictó la Resolución Nº 698/05, por la cual se determinó que las bonificaciones y recargos aprobados por las Resoluciones MIVSP N° 281/05, Anexo I, 459/05, y modificatorias, se aplicarían “a toda factura emitida que se corresponda a períodos de consumo de energía cuya lectura inicial sea posterior al 1° de diciembre de 2005 en la jurisdicción eléctrica de la provincia de Buenos Aires, y hasta tanto la Autoridad de Aplicación dé por finalizado el programa aprobado por dicha Resolución”.
Por otra parte se dio “por finalizado el día 30 de noviembre de 2005 el Programa para el Uso Racional de la Energía Eléctrica (PUREE) aprobado por Resolución MIVSP N° 373/05, N° 489/05 y modificatorias”; que ya había sufrido similar conclusión de acuerdo a varias resoluciones previas. Asimismo, se establecieron modificaciones a los artículos 6º, 7º y 8° del Anexo I de la Resolución MIVSP Nº 281/05, referidos a las formas de aplicación del PUREE a los usuarios de categoría T1R, T1RE y T4.

Meses más tarde, quedaron en evidencia nuevas falencias del Programa a nivel nacional –y por lo tanto en su similar provincial- que provocaron la configuración de recargos desproporcionados e inequitativos para determinados grupos de usuarios. Particularmente se trataba de “quienes no estaban ocupando o desarrollando plenamente sus actividades económicas en el inmueble que ocupan en la actualidad y, por ende, han sido indefectiblemente sancionados”, tal como lo reconoce la autoridad de aplicación.  

Para resolver el problema planteado se debió establecer un consumo mínimo mensual para las distintas categorías tarifarias en el año base, a partir del cual es aplicable el PUREE. El ENRE, dispuso en la Resolución N° 867/05, exceptuar a los usuarios residenciales, generales, T2 y T3, mientras sus consumos en un mes o bimestre ideales dados del período base sean menores o iguales a 50 KWh/bim, 75 kWh/bim, 200 KWh/mes y 1000 KWh/mes, respectivamente. 

Sobre la base del criterio provincial de mantener la homogeneidad normativa en las distintas jurisdicciones en donde se aplica el Programa para el Uso Racional de Energía Eléctrica, con el objeto de mantener el trato equitativo de los usuarios pertenecientes a distintas jurisdicciones, la Provincia debió dictar el 2 de junio de 2006 la Resolución Nº 306.

De acuerdo con esta norma, se limitaron los recargos contemplados en los artículos 6°, 7° y 8° de la Resolución N° 281/05 a un máximo del 50 % del consumo del año base; se excluyeron del ámbito de aplicación de la misma a los usuarios correspondientes a las categorías tarifarias “pequeñas demandas residenciales” y “generales estacionales” (T1RE y T1GE); y se estableció que para los usuarios que por diferentes razones pactaran con la distribuidora nuevos valores de potencia distintos a los pactados originariamente, se debería reiniciar el proceso de determinación del año base. 
Por último, fueron exceptuados los usuarios residenciales, generales, T2, T3 y T4 mientras sus consumos en un mes o bimestre correspondientes al período base sean menores o iguales a 50 KWh/bim, 75 KWh/bim, 200 KWh/mes, 1000 KWh/mes y 25 KWh/mes, respectivamente. 
Más  tarde, por Resolución Nº 252/07, se decidió establecer que los excedentes de la aplicación del Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica, serían destinados a obras eléctricas destinadas a mejorar la calidad de servicio en las redes o estaciones transformadoras de distribución o de vinculación interurbanas, por un monto igual o superior a los excedentes de cada distribuidora, siendo competencia de la Dirección Provincial de Energía el realizar el seguimiento de las obras a desarrollarse.

Con posterioridad, se verificó que durante los años 2006 y 2007 los resultados del mercado eléctrico, en cuanto a los objetivos del PUREE, no reflejaban los objetivos planteados siendo insuficientes. 
De tal forma se determinó que la señal de penalización de 50 % en los cargos variables y el límite del 50 % de la energía del período utilizado como base de comparación como máximo de volumen de energía penalizable, debían ser profundizadas para alcanzar los objetivos planteados.
A tal efecto, el día 7 de mayo de 2008, se dictó la Resolución Nº 165 de la Secretaría de Energía, modificando los recargos normados en la Resolución N° 306/06, con el objeto de procurar mantener la homogeneidad normativa en las distintas jurisdicciones en donde se aplica el PUREE. 
La Resolución Nº 165/08 limitó los recargos contemplados en los artículos 6°, 7° y 8° de la Resolución N° 281/05 a un máximo del 50 % del consumo registrado en el período a ser facturado. Asimismo, modificó los artículos 6º y 7° de la Resolución Nº 698/05 respecto a los usuarios de categoría T1R, T1RE y T4.

La última modificación ha sido establecida por la Resolución MI Nº 234/09, luego de la presentación de numerosas entidades que reclamaron una serie de correcciones al Programa. Por dicha norma se eliminó la carga impositiva provincial y municipal a los recargos; se redujo la multa al 50%; y elimina del PUREE a la tarifa rural (T4). Por otra parte, se plantea gestionar ante la Nación la eliminación del IVA a las mencionadas multas

Los problemas para su aplicación

Tal como quedó detallado en el título precedente, el Programa para el Uso Racional de la Energía Eléctrica aprobado por Resolución N° 281/05 sufrió numerosas modificaciones y adecuaciones, lo que dio lugar a la necesidad de dictar un texto ordenado que agrupara a toda la normativa acumulada hasta entonces. A tal fin se debió dictar la Resolución Nº 378/08 en cuyo Anexo I se compiló como texto ordenado la normativa acumulada del PUREE.  
Se había establecido que la Autoridad de Aplicación determinara, en caso de existiese algún remanente, el destino de los fondos. A efectos de cumplimentar dicha disposición, se impuso a las distribuidoras el deber de remitir mensualmente a la Dirección Provincial de Energía, con carácter de declaración jurada, la información detallada relacionada con los excedentes.
De acuerdo con el artículo 3º de la última Resolución citada, se determinó que los distribuidores que resultaron con excedentes por aplicación del Programa, desde el 1° de diciembre de 2005, deberían presentar ante la Dirección Provincial de Energía -en un plazo de 90 días-, “un plan de obras eléctricas, conteniendo sus detalles, localización, fundamentación, plazo de ejecución y monto, destinado a mejorar la operación y calidad de servicio en las redes o estaciones transformadoras de distribución o de vinculación interurbanas, por un monto igual o superior a dichos excedentes”. 

Asimismo, por el artículo 5º, se dispuso que aquellos distribuidores con saldo positivo y que no cumplieran con lo estipulado, deberían transferir inmediatamente dichas diferencias a las cuentas individuales de los distribuidores que participan del Fideicomiso para Inversiones en la Red de Transporte Provincial FITBA, sin perjuicio de las penalizaciones que pudiera establecer la Dirección Provincial de Energía.
Por otra parte se debe mencionar que, ante los elevados incrementos que sufrían en sus facturaciones por consumo de energía los usuarios de las Cooperativas de Electricidad de la Provincia de Buenos Aires, se estableció por Disposición Nº 299 del 25 de febrero de 2008 que los mismos se hallarían exentos de las contribuciones previstas por los Decretos Leyes 7.290/67 y 9.038/78 a efectos de reducir el costo del consumo.

El 18 de diciembre de 2008 el Ministerio de Infraestructura de la Provincia de Buenos Aires resolvió -mediante Resolución MI N° 741/08- la aprobación de un nuevo cuadro tarifario, con vigencia a partir del 1° de octubre del 2008, con los nuevos precios de energía y potencia establecidos por la Secretaría de Energía de la Nación, trasladables a los usuarios de la provincia de Buenos Aires. 
Debido al esquema de la norma citada, lo nuevos cuadros tarifarios implicarían un ajuste retroactivo al 1 de octubre por diferencia de tarifa aplicada. La Resolución Nº 741/08 fue publicada en el Boletín Oficial el 19 de enero pasado. Se trataba de los  nuevos precios de abastecimiento de la demanda de energía y potencia que los distribuidores provinciales y municipales deberán asumir ante el Mercado Eléctrico Mayorista Nacional sin implicar un incremento en los ingresos de los Distribuidores Provinciales y Municipales. 
La mayor recaudación se destinaría a cubrir el costo superior por la compra de energía. CAMMESA comenzó la aplicación de estos nuevos precios a las distribuidoras, a partir de la liquidación del segundo documento de transacciones económicas de octubre de 2008. Los porcentuales de ajuste conforme a su categoría y demanda típica, se detallan a continuación en forma promedio: T1R 600 kWh-bimestre 2,6%, T1R 1200 KWh-bimestre 20,0%, T1R 2000 KWh-bimestre 37,4%, T1R 3000 KWh-bimestre 72,6%, T1GBC 422 kWh-bimestre 3,7%, T1GAC 4.158 kWh-bimestre 9,6%, T1AP 8.262 kWh-bimestre 5,0%, T4 838 kWh-bimestre 4,3%, T4 1200 Kwh-bimestre 22,5%, T4 2000 Kwh-bimestre 43,0%, T4 3000 KWh-bimestre 84,5%, T2BT 5.151 kWh-mes 2,3%, T2MT 6.415 kWh-mes 2,0%, T3BT 24.352 kWh-mes 1,9%, T3MT 146.399 kWh-mes 23,6%, T5BT 34.644 kWh-mes 5,3% y T5MT 549.798 kWh-mes 10,3%. PUREE 
Con referencia al PUREE, la Resolución 741/08 no efectuó modificaciones al esquema del Plan de Uso Racional de Energía Eléctrica, permaneciendo vigente el establecido hasta ese momento, con las variaciones incluidas mediante la Resolución 165/08 y los ajustes propios derivados de los nuevos precios de energía y potencia sancionados. 
Recientemente, el día 8 de abril de 2009, se debió modificar nuevamente el PUREE en virtud de la aplicación impositiva que se efectuaba sobre el mismo, incrementando de tal forma el costo del servicio a la población. En el ámbito de nuestra Provincia, el consumo de electricidad se encuentra gravado por cargas tributarias de origen nacional, provincial y municipal, entre estos últimos el Decreto Ley N° 7.290/67, el Decreto Ley N° 9.038/78 y los artículos 74° y 75º de la Ley N° 11.769. Estas normas aplican alícuotas sobre la facturación por suministro de energía eléctrica o por las operaciones de venta de energía eléctrica en la jurisdicción.
Tal como ha sido oficialmente reconocido, no se produce como consecuencia de la aplicación de los incentivos económicos del Programa, una contraprestación efectiva, física y por ende real de un producto o servicio al usuario por parte de la entidad prestadora del servicio de energía eléctrica. Se debe destacar que los montos pecuniarios calculados como bonificación y/o penalización por la aplicación del Programa no reflejan físicamente un suministro y por ende consumo efectivo de electricidad, motivo por el cual tampoco conforman la base imponible para la aplicación de dichos tributos. 

Se debe tener en cuenta que, el Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica establecido en la jurisdicción nacional mediante la Resolución SE N° 745/05, dispuso que las bonificaciones y/o cargos adicionales no constituyen base imponible de ningún tributo de origen nacional, provincial o municipal, ante la inexistencia de una contraprestación efectiva adicional por parte del proveedor del servicio en cuestión.

Ante la situación planteada, la Secretaría de Energía provincial emitió la Resolución Nº 148/09, sin embargo la misma -por razones operativas- no  entró en vigencia. Con posterioridad, el 8 de abril pasado, ante la gran cantidad de reclamos recibidos por los usuarios, el Ministerio de Infraestructura dictó la Resolución Nº 234/09, modificatoria de los artículos 3º, 4º, 5º, 6º y 7º in fine del Anexo I de la Resolución Nº 378/08.   

Por la misma, se estableció que los conceptos de bonificación y cargo adicional resultantes de la aplicación del PUREE, deberán discriminarse como último concepto de cada factura sin formar parte del “valor consumo” o “costo de energía”, y excluyéndose por ello de la base de cálculo de los impuestos provinciales y municipales que gravan dicho concepto para toda facturación con lectura inicial posterior al 1º de abril de 2009. Sin embargo, sobre la aplicabilidad del Impuesto al Valor Agregado a las bonificaciones y recargos, s dispuso una consulta vinculante ante la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP). 
Por el artículo 3º de esta norma, se estableció que, para toda facturación con lectura inicial posterior al 1º de abril de 2009, la determinación de los Cargos Adicionales del PUREE, se multiplicará la cantidad de energía consumida en más del consumo objetivo, por el valor del cargo adicional para cada kWh, valorizado como el cargo variable propio, o equivalente de la energía correspondiente a la categorización tarifaria, multiplicado por 0,5.

También, con el fin de reducir el costo del consumo de electricidad, se decidió modificar el límite de variación de potencia, estableciendo el mismo en un valor del 10%  Asimismo, se exceptuó de la aplicación del Programa de Uso Racional de Energía a los usuarios categorizados como Pequeñas Demandas Rurales (T4).
Por otra parte, y en el mismo sentido, se estableció, para toda facturación con lectura inicial posterior al 1º de abril de 2009, que las bonificaciones contempladas en el PUREE serán de aplicación exclusivamente para todo usuario cuyo consumo registrado en el período actual no supere los 500 kWh/mes o 1000 kWh/bimestre respectivamente.
Además, a través del artículo 7º de la Resolución Nº 234/09, quedaron exceptuados del Programa de Uso Racional de Energía Eléctrica todos los usuarios que hayan cumplido con alguna de las condiciones establecidas y se le haya otorgado el beneficio que señala la nota OCEBA N° 301/09. 

Finalmente, el artículo 8º de la norma citada precedentemente autoriza a la Subsecretaría de Servicios Públicos a que, ante casos debidamente fundados, resuelva excepciones adicionales a las previstas en el inciso d) del artículo 2° del Anexo I de la Resolución N° 378/08. 
De acuerdo con el informe precedente, en el cual se han sintetizado por orden cronológico las numerosas modificaciones que se debieron realizar al Programa de Uso Racional de Energía Eléctrica, dichas adecuaciones intentaron dar respuesta a las críticas generalizadas de los usuarios del servicio, quienes reclamaron –y continúan reclamando- por lo que entienden constituye un aumento tarifario encubierto.
Mediante una gran cantidad de Resoluciones dictadas por la autoridades competentes en la materia, se puso en marcha y se suspendió varias veces el PUREE en la provincia de Buenos Aires, Programa que, como se destacó, debió reformularse reiteradamente eximiendo de su cumplimiento a diferentes grupos de usuarios. Por otra parte, se debieron corregir las distintas alícuotas de aplicación sobre los consumos a efectos de atemperar los drásticos incrementos en las facturas recibidas por los usuarios de tan imprescindible servicio.

La relación con el Programa nacional
Tal como s indicó, el PUREE fue adoptado por el Gobierno Provincial en adhesión al programa instituido para los usuarios de las distribuidoras de energía con jurisdicción nacional. El programa tiene como objetivo concientizar a los usuarios sobre la importancia de racionalizar el uso de la energía y fomentar su ahorro; y busca lograrlo mediante la aplicación de bonificaciones -en caso de ahorro- o de cargos adicionales -en caso contrario-. Este esquema es el reglado por la Resolución del Ministerio de Infraestructura Nº 281/2005 y sus modificatorias”. Para determinar si corresponde efectuar una bonificación o un cargo adicional, se comparan los consumos del período de facturación en análisis.
Tal como se indicó anteriormente, la provincia de Buenos Aires implementó un Programa para el Uso Racional de la Energía Eléctrica similar al aplicado por la Nación, pero específico en la medida en que no son iguales los marcos regulatorios existentes al respecto en cada jurisdicción.
Según la Secretaría de Energía bonaerense, la situación crítica en que se encontraba la provisión de energía eléctrica en todo el país, “amerita que la Provincia, en línea con las decisiones nacionales de provocar en el sector eléctrico un ahorro de energía, promueva el uso responsable de la misma”.

La decisión del gobierno provincial quedó explicitada en los propios fundamentos de la Resolución Nº 281/05, que expresaban: “la Provincia de Buenos Aires coincide con la orientación del Programa instituido para la Jurisdicción nacional mediante la Resolución de la Secretaría de Energía de la Nación Nº 745/05 y es propósito adoptar un esquema similar que considere las características propias de la Provincia”. 

Los fuertes y numerosos reclamos de los usuarios, generados apenas se lanzó el PUREE debido a los elevados incrementos que se producían en las facturas de electricidad, determinó la necesidad –por parte de las autoridades de aplicación- de realizar modificaciones a fin de atemperar los impactos en las economías de las familias, los comercios y las industrias.          

Las adecuaciones que se fueron produciendo en el PUREE provincial, tuvieron origen -en su gran mayoría- en las correcciones efectuadas previamente en su similar nacional. La Secretaría de Energía bonaerense fundamentó dichos cambios en que: “es necesario mantener la homogeneidad normativa en las distintas jurisdicciones en donde se aplica el Programa para el Uso Racional de la Energía Eléctrica, con el objeto de mantener el trato equitativo de los usuarios pertenecientes a distintas jurisdicciones y cuya última finalidad es ratificar el principio de igualdad ante la Ley”. Lo finalmente expuesto se explica por la aplicación en la mayor parte del Área Metropolitana -sector de jurisdicción nacional en materia distribución de energía eléctrica- de su propia normativa.

El factor económico

Durante los últimos cuatro años en que se ha venido aplicando el PUREE, se desató un ciclo inflacionario que viene afectando significativamente la economía del país, y particularmente la de las familias. Siendo el consumo de energía eléctrica un servicio imprescindible, cualquier aumento tarifario impacta principalmente sobre los hogares.   
En el marco de dicho proceso, las empresas distribuidoras de energía reclamaron un incremento en las tarifas, a efecto -según ellas- de mantener el equilibrio financiero de las mismas ante la elevación de los precios de los insumos y demás gastos. Debido a la política gubernamental nacional de evitar incrementos en el costo de vida de la población, por el efecto consecuente en las expectativas inflacionarias, se intentó desestimar dichos reclamos.      
Los incrementos en las tarifas de los servicios públicos impactan fuertemente en el nivel de vida de las personas y, por lo tanto, en los índices inflacionarios y en la determinación de porcentajes de la población que se encuentran por debajo de los índices de pobreza, aspecto políticamente preocupante. Los precios de las tarifas establecidas para los agentes prestadores del servicio público de distribución de energía eléctrica, deberían ser concordantes con la capacidad de pago con que cuentan los distintos estratos sociales y económicos de la demanda.
La última cuestión planteada se hizo crítica cuando, luego de la puesta en marcha del Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica, tanto el gobierno nacional como el provincial, aplicaron un fuerte aumento en las tarifas. Sumados ambos   incrementos, para vastas franjas de consumo el pago de las facturaciones de la energía eléctrica consumida se constituyó en una pesada carga.

Para un importante porcentaje de la población que no consumía este servicio por encima de sus necesidades básicas, limitando la cantidad de kW/bimestrales al mínimo, la posibilidad de reducir sus gastos por este concepto constituía una utopía. Los supuestos beneficios del PUREE para la población quedaron en evidencia como una falacia, cuyo principal objetivo era posibilitar un incremento en la recaudación de las empresas distribuidoras sin incrementar las tarifas.

Las distorsiones planteadas por la aplicación del Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica, afectaron a una gran cantidad de usuarios imposibilitado de afrontar los costos del servicio ante el doble incremento del mismo. Esta situación obligó a la Secretaría de Energía a realizar modificaciones en el PUREE, las cuales se fundamentaban oficialmente planteando que el esquema de incentivos debía acompañar la evolución del valor de los precios establecidos, guardando una proporcionalidad entre la conducta exigida y el monto de la sanción o beneficio logrado. 
Los premios al ahorro de consumo de energía eléctrica, que se calculan periódicamente -mes a mes-, fueron dispuestos por el programa de uso racional con el fin de bajar el consumo de los usuarios residenciales y redirigir esa energía hacia la industria. Pero el resultado se alejó de lo esperado, precisamente por la inoperancia del sistema y la escasa respuesta de los consumidores al esquema de estímulo establecido. 
El balance de ahorro energético y exceso de consumo por cliente, dentro del régimen del Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica, volvió a arrojar por mes medido -a mediados de 1996- un saldo negativo de 134 mil MWh, equivalentes al 7,6 por ciento del total facturado. Pensado como un sistema para producir un ahorro del consumo eléctrico residencial, para liberar oferta en favor de la industria mediante un sistema de premios y castigos en la tarifa, los resultados demuestran que su objetivo quedó lejos de poder cumplirse.
Según los datos publicados que midieron el consumo entre el 10 de noviembre y 9 de diciembre de 2006 el Programa de Uso Racional de Energía Eléctrica fracasó. Con un consumo total de energía de 1,7 millones de MW/h, el ahorro fue de 152.847 MW/h, mientras que el consumo en exceso fue de 384.375 MWh. Fueron 1,16 millones los usuarios penalizados por utilizar más electricidad que en el mismo períodos de 2003, año que fue tomado como base para el cálculo. 

Como vino ocurriendo desde su creación, el PUREE no logró desactivar el aumento de la demanda eléctrica, básicamente impulsado por la mayor venta de aire acondicionados y por el consumo residencial. 

En realidad, el PUREE consistió en un incremento de ingresos solapado para las distribuidoras de energía, las que utilizaron arbitrariamente los recursos generados por los excesos de consumo dada la imposibilidad de controlar las inversiones que deberían haber realizado las empresas de energía con los fondos recaudados. 

El programa implantado por el Gobernador Daniel Scioli generó subas de hasta un 200% en las tarifas de los usuarios bonaerenses. Estos han tenido que afrontar tarifas superiores por no consumir energía eléctrica en forma regular, o por consumir poca, o por consumir de más respecto de un período elegido caprichosamente como de referencia. Es decir siempre, hagan lo que hagan, pagan castigos al consumo, y lo hacen por un sistema que presta los servicios en condiciones deficientes e inseguras.

La crisis energética y la cuestión ambiental

Se trata de desalentar el consumo excesivo de electricidad, ya que esta práctica implicaría un gran incremento en los niveles de producción de energía eléctrica, para la cual nuestro país cuenta con un restringido equipamiento de centrales generadoras. Debe tenerse en cuenta que Argentina depende en gran medida de fuentes no renovables –gas natural y petróleo- cuyas reservas comprobadas son muy limitadas. 

Se debe tener en cuenta que las posibilidades de mayor aprovechamiento de energía hidroeléctrica son escasas y que los emprendimientos electronucleares resultan inconvenientes. Además –y lamentablemente-, nuestro país no ha aprovechado sus importantes fuentes de recursos energéticos renovables (eólica, solar, mareomotriz, etc.). Argentina se encuentra en una situación crítica con pocos excedentes para hacer frente a la demanda de electricidad.

Los premios al ahorro de consumo de energía eléctrica, que se calculan periódicamente mes a mes, fueron dispuestos por el Programa con el fin de bajar el consumo de los usuarios residenciales y redireccionar esa energía hacia la industria. Pero el resultado se alejó de lo esperado, precisamente por la inoperancia del sistema y la escasa respuesta de los consumidores al esquema de estímulo establecido.

Se había indicado que el problema era la insuficiente capacidad de oferta, pero el PUREE no ha bajado el consumo ni estimulado la expansión de la capacidad de generación. Según han manifestado los especialistas en la materia: el problema no es tanto la posibilidad de un próximo colapso energético o de un apagón que paralice la industria, sino el costo al que se produce hoy energía eléctrica en nuestro país, ya que por falta de nuevos generadores se está recurriendo a usinas obsoletas o trabajando en base a combustibles líquidos que también encarecen el costo de producción. 

El país logró en el primer trimestre del año un record en su generación de energía eléctrica, pero al costo de fuertes subsidios en favor de generadores ineficientes y con insuficiente inversión como para garantizar el abastecimiento a mediano plazo.

Es imprescindible recalcar que -según la propia definición- la aplicación del PUREE adquiere sentido en determinadas épocas que presenten -a la vez- escasez de energía en las centrales generadoras de electricidad e incremento del nivel de la actividad económica. Cabe preguntarse entonces que pasa en situaciones como la presente, cuando en lugar de crecimiento de la economía se produce una etapa de disminución con tendencia a la recesión.    

La cuestión planteada es esencial, pues carecería de sentido seguir con la vigencia del PUREE si los actores económicos no tienden a consumir mayor cantidad de energía sino todo lo contrario. Por otra parte, los fondos producto del PUREE que resulten excedentes, deben usarse para llevar a cabo un plan de ejecución de obras eléctricas. 

Surge la duda entonces de por qué si el artículo 30º del Decreto Nº 2.479/04 asigna a las empresas concesionarias la responsabilidad exclusiva de atender el incremento de la demanda, las obras necesarias para tal fin han de solventarse con dinero salido de los bolsillos de los usuarios antes y no después de realizadas tales inversiones.

Los fundamentos de la norma por la cual se estableció indicaban que “es propósito del Gobierno Nacional propender a un uso racional de la energía, teniendo en cuenta que en su mayoría la misma proviene de recursos naturales no renovables”; aunque luego se observaba que, más allá de la preservación de los recursos energéticos, el objetivo era prioritariamente coyuntural.     
En realidad, se trataba de racionalizar los consumos ya que no alcanzaba la oferta a responder satisfactoriamente a los niveles de demanda que iban creciendo año tras año. Oficialmente se indicaba que “la presente medida opera sobre la demanda de energía, incentivando el ahorro para generar excedentes que puedan ser utilizados para asegurar el abastecimiento de aquellos usuarios que, como las industrias, ven incrementadas sus necesidades de energía producto del crecimiento del nivel de actividad económica, garantizando el crecimiento del  empleo”.

Tal como se desarrolló precedentemente, la aprobación del Programa por Resolución N° 281/05, tuvo su origen en la crisis energética que se reflejaba por entonces en cortes en el suministro de energía eléctrica en diversas áreas del país, así como en restricciones en el suministro de gas natural a las estaciones abastecedoras de GNC, entre muchas otras limitaciones. 

Dichas motivaciones fueron explicitadas por la propia autoridad de aplicación, al indicar que el Programa tenía la “finalidad esencial de operar sobre la demanda de  energía, incentivando el ahorro para generar excedentes, que puedan ser utilizados, particularmente en momentos de escasez de oferta y para asegurar el abastecimiento de aquellos usuarios que incrementan sus necesidades de energía, producto del crecimiento del nivel de actividad económica”.   De tal forma se podía deducir que el balance energético neto previsto por este Programa sería en realidad, nulo, pues la energía ahorrada por los unos será consumida por los otros.
Uno de los aspectos principales en que se basó el establecimiento del PUREE consistía –y así se expresó en los fundamentos de la norma de creación- en que la población, mediante el uso racional de la energía, podría “reducir el consumo que no es imprescindible y que, a la vez que mantiene determinado nivel de calidad de vida alcanzado, mejora la economía familiar disminuyendo las facturas por servicio eléctrico innecesario”.
Sin embargo no se tuvo en cuenta que, a diferencia de los países con buen nivel de desarrollo y en los cuales un alto porcentaje de la población dispone de excedentes en sus ingresos, en nuestro país son muy pocos los que derrochan energía eléctrica. La limitación en el consumo está dada por las estrecheces económicas y no tanto por una supuesta y deseable concientización ambiental. 

De tal forma, era de suponer que serían mayores los consumos por encima del período base que los ahorros energéticos domiciliarios. Como tampoco se desarrolló campaña alguna respecto a la reducción del consumo, salvo la propagandística referida al cambio de lámparas incandescentes por otras de bajo consumo, quedó claro que la fundamentación ecológica del Programa no era el objetivo central del mismo.

Aplicación del Programa
El Programa es un sistema que alienta el ahorro de energía mediante bonificaciones, o cargos adicionales en caso de no existir ahorro. So objeto es concientizar a los usuarios sobre la importancia de racionalizar el uso de la energía y fomentar su efectivo ahorro.

El PUREE fue concebido como un recurso para impulsar una baja en la demanda de electricidad, penalizando a quienes consuman por encima del 90 por ciento de lo que gastaron en el mismo bimestre de 2003 y bonificando a quienes demanden por debajo de esa cantidad. El castigo implica pagar el doble la energía consumida en exceso, lo que significa que cuánto más alta es la tarifa más gravosa es la carga en la factura de electricidad. 

Se encontraban alcanzados por el sistema de bonificaciones o cargos adicionales los usuarios cuyos suministros estén encuadrados en los dos siguientes grupos: 1) categorías tarifarias T1R, T1GBA, T1AC y T4; 2) categorías tarifarias T2BT, T2MT, T3BT, T3MT y T3AT.

Los suministros comprendidos en el grupo 1 serían los existentes al 31 de mayo de 2004, siendo incorporados al Programa los posteriores una vez transcurridos doce meses continuos. Los suministros comprendidos en el grupo 2 serían los existentes al 31 de mayo de 2005 y los posteriores durante el curso del presente Programa, al haber transcurrido doce meses continuos.

Para el funcionamiento del Programa se establece un mecanismo de cálculo de bonificaciones o cargos mediante el cual reciben bonificaciones aquellos usuarios que ahorren en el actual período de análisis respecto al mismo período base, por encima del consumo objetivo. A su vez, afrontan cargos adicionales aquellos usuarios que registren exceso en los consumos del actual período en análisis respecto al mismo período base por encima del consumo objetivo
El período actual es el período de facturación en análisis, mientras que el período base, es el período homólogo al período en análisis establecido en la normativa como parámetro de comparación. En cuanto al consumo objetivo, es el límite establecido en la normativa en relación al cual surgirán bonificaciones o cargos. 

En un principio se estableció que los períodos base para el Grupo 1 serían los comprendidos en el año no calendario Junio/2003 a mayo/2004 o el primer período de doce meses continuos subsiguientes. Para el Grupo 2, el período base sería de junio 2004 hasta mayo 2005 o el primer período de doce meses continuos subsiguientes.

Quedaron exceptuados de la aplicación del PUREE los usuarios de las distribuidoras provinciales y municipales bajo jurisdicción provincial comprendidos en los siguientes grupos: los beneficiarios de la Tarifa de Interés Social (TIS); los jubilados y pensionados titulares del suministro que perciban hasta un haber mínimo, acreditando su condición ante el distribuidor; y los usuarios comprendidos en la Tarifa 1 Residencial Estacional  (T1RE) y Tarifa 1 Servicio General Estacional (T1GE). 

En cuanto a los usos específicos, quedaron exceptuados: los suministros de dependencias oficiales afectados a la salud pública; los suministros que abastezcan alumbrado público y servicios sanitarios; los suministros a hospitales, centros de salud públicos y privados sin fines de lucro reconocidos como tales por autoridad competente, y aquellos que a la entrada en vigencia del PUREE no se encontraran registrados como tales en el sistema comercial de los distribuidores, ante los cuales y a fin de se exceptuados deberán acreditar su condición.

También fueron exceptuados: los suministros a establecimientos educativos públicos; los suministros a comedores infantiles y centros de asistencia comunitaria encuadrados en Tarifa 1 y aquellos que a la entrada en vigencia del PUREE no se encontraran como tales en el sistema comercial de los distribuidores, los suministros a Comedores Infantiles y Centros de Asistencia Comunitaria encuadrados en Tarifa 2 y 3, y los suministros a Fuerzas Armadas, fuerzas de seguridad y establecimientos penitenciarios de jurisdicción nacional y provincial.  
A efectos de solucionar distorsiones técnicas, se excluyó también a aquellos usuarios que hubieran efectuado un reclamo sobre posibles errores de lectura en el período base para el cálculo del Programa, así como a aquellos cuyos estados para la facturación no provinieran de lecturas reales, tanto para el período base como para el actual. 
Quedaron también excluidos aquellos usuarios cuyos suministros se encuentren encuadrados en T1R, T1G, T2, T3 y T4, cuando los consumos de un período base sean menores o iguales a: 50 KWh bimestrales o equivalente mensual (T1R) 75 KWh bimestrales o equivalente mensual (T1G), 200 KWh mensuales (T2), 1000 KWh mensuales (T3), 25 KWh mensuales (T4). 

Los cargos adicionales para suministros encuadrados en T1R y T4, se liquidan cuando el consumo del período base fuera superior a 150 kWh mensuales -o su equivalente bimestral- y el actual hubiera ahorrado el 10 % y siguiera siendo superior al consumo base. Cabe destacar que los cargos adicionales se encuentran alcanzados por los impuestos  provinciales y nacionales, excepto el fondo de compensaciones tarifarias; y tienen un límite máximo que es el 50 % del consumo registrado en el periodo actual a ser facturado. 

Con respecto a las categorías T1GBC y T1GAC, los cargos adicionales se liquidan cuando el consumo del período actual no hubiera logrado el 10 % de ahorro mínimo. En cuanto a las  categorías T2BT, T2MT, T3BT, T3MT y T3AT, s aplica similar criterio y porcentual. En todos los casos, y para llegar al importe del cargo adicional, al resultado obtenido de la comparación entre el período actual y el base, se lo valoriza al cargo variable correspondiente a cada tarifa afectándolo con el coeficiente que determine la normativa. Los cargos adicionales se encuentran alcanzados por los impuestos en forma similar que en el caso anterior.

Con referencia a las bonificaciones de las categorías T1R y T4, se consideró “bonificación equivalente” cuando en el período actual haya logrado un ahorro entre un 10 % y un 30 % respecto del período homólogo base; y “máxima bonificación” cuando en el período actual haya logrado un ahorro superior al 30% respecto del período homólogo base.

Con respecto a las categorías T1GBC y T1GAC, la “bonificación equivalente” se aplica cuando en el período actual haya logrado un ahorro entre un 10 % y un 30 % respecto del período homólogo base; mientras que la “máxima bonificación”  cuando en el período actual haya logrado un ahorro superior al 30% respecto del período homólogo base. Para las categorías T2BT, T2MT, T3BT, T3MT y T3AT, cuando en el período actual haya logrado un ahorro superior al 30 %. 

En todos los casos, y para llegar al importe de la bonificación adicional, al resultado obtenido de la comparación entre el período actual y el base, se lo valoriza de acuerdo a un indicador cuyo valor unitario resultará de dividir el total recaudado por los cargos adicionales de esa categoría tarifaria por el total de energía ahorrada de la misma categoría en el período de análisis, no pudiendo ser dicho valor superior a 2 cargos variables de la misma categoría. 
Recientemente, a través de la Resolución Nº 234/09 del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos, se ha suprimido la carga impositiva provincial y municipal que se aplicaba sobre el Cargo Adicional en concepto de PUREE. Esta decisión fue el resultado de la petición presentada oportunamente por el Nucleamiento Empresarial del Noroeste Bonaerense, ADIBA (Asociación de Industriales de la Provincia de Buenos Aires) y FEBA (Federación Económica de la Provincia de Buenos Aires).

Esta entidad había planteado, en marzo del presente año, la preocupación del sector comercial y productivo por el aumento en las tarifas eléctricas y su impacto en la economía regional. Todos los impuestos que gravan el consumo eléctrico impactaban también sobre el PUREE y por eso se reclamó a la Gobernación eliminar o reducir esa carga impositiva sobre dicho programa.
La cuestión tarifaria
La Ley 11769 establece el Marco Regulatorio Eléctrico de la Provincia de Buenos Aires, y rige para las actividades de generación, transporte y distribución de energía eléctrica que se realicen en su territorio.
El capítulo IX – Tarifas, en su artículo 39º, indica que los servicios públicos de electricidad suministrados por los concesionarios serán ofrecidos a “tarifas justas y razonables”, teniendo en cuenta el derecho de acceso a la energía de todo habitante de la Provincia de Buenos 
A su vez, el artículo 40º determina que la aprobación de las tarifas a aplicar por los concesionarios provinciales y municipales de servicios públicos de electricidad,  será atribución exclusiva de la autoridad de aplicación, “de acuerdo con el régimen y los procedimientos para el cálculo tarifario establecido en los contratos de concesión”. El Organismo de Control es el encargado de realizar los estudios y establecer las bases para la revisión periódica de los cuadros tarifarios. 

También se incorporó el régimen tarifario del servicio, una tarifa de interés social para ser aplicada a aquellos usuarios residenciales con escasos recursos económicos. La determinación del universo comprendido, debe realizarse con la participación del municipio y las asociaciones de usuarios y consumidores. 
A su vez, por el artículo 42º se establecen los criterios a utilizar para la determinación de las tarifas. El inciso a) plantea que las tarifas de distribución aplicables al abastecimiento de usuarios reflejarán los costos en virtud de los contratos otorgados por la Provincia o las Municipalidades. De acuerdo con el inciso b), los costos de adquisición, transporte y su expansión serán valores máximos a reconocer, compatibles con el objetivo de obtener el mínimo costo posible para el usuario de acuerdo con la calidad del servicio requerida. 

Por último, cabe citar el inciso f) que indica que: los concesionarios de servicios públicos de electricidad no podrán aplicar diferencias en sus tarifas o servicios, excepto que aquellas resulten de distinta localización, tipo de suministro u otro elemento objetivo debidamente autorizado por la autoridad de aplicación.
Es decir que el contenido del artículo 42º contempla solamente utilizar para la determinación de las tarifas los siguientes: a) Los costos de adquisición de la electricidad, de transporte y su expansión y los costos propios de distribución, que serán valores máximos a reconocer, compatibles con el objetivo de obtener el mínimo costo posible para el usuario de acuerdo con la calidad de servicio  requerida, y para cubrir los costos normales y razonables de las empresas; y b) La tarifa de peaje que deban abonar los grandes consumidores que hagan uso de instalaciones de un concesionario del servicio público de distribución de electricidad. Por lo tanto, el marco regulatorio no contempla ningún tipo de cargo tarifario relacionado con los aspectos del PUREE. 
Cabe consignar también que el primer párrafo del articulo 78° de la Ley Nº 11.769 establece que: “Las facturas a usuarios por la prestación del servicio público de distribución de electricidad deberán detallar la información necesaria y suficiente que permita constatar al usuario en forma unívoca el valor de las magnitudes físicas consumidas, el período al cual corresponde, los precios unitarios aplicados y las cargas impositivas”. Es decir que no el marco regulatorio no incluye otros tipos de cargos que no sean los determinados por el consumo en kWh y los impuestos aplicados. 
Debe tenerse en cuenta que en los contratos de concesión con las empresas distribuidoras de electricidad sólo se establecieron dos tipos de cargos a aplicar en a facturación del servicio a los usuarios: el cargo fijo y el cargo variable   
La estructura de la tarifa eléctrica en la Argentina se caracteriza por contar con un cargo fijo y otro variable. En algunas zonas, la tarifa de electricidad sigue un esquema de bloques crecientes, y en otras de bloques decrecientes. La estructura de cargo fijo y variable se utiliza para diferenciar los tipos de consumo de acuerdo a la cantidad de KWh consumidos en el período facturado.
Así, en el caso de EDESUR y EDENOR, por ejemplo, utilizan el sistema de cargos fijos más económicos para los residenciales que menos consumen (hasta 300 KWh por bimestre, categoría R1) y un cargo variable más alto. Con este sistema, quien consuma menos (o quien no consuma) abonará muy poco ya que el mayor costo recae sobre los KWh consumidos.

En cuanto a los residenciales que consumen más de 300 KWh (R2), el cargo fijo sube y el cargo variable que se factura por cada KWh baja, porque al haber mucho mayor consumo la factura sería muy costosa si se repitiera el esquema de los R1. De tal forma, el que consume 301 KWh por bimestre paga apenas por encima que el que gasta 299 KWh. En este caso y dentro de esta misma categoría R2, se benefician más quienes consumen más. Este tipo de estructura se repite en las provincias de Formosa, Salta, San Luis, Santiago del Estero, San Juan, Jujuy (que pone el tope en 270 KWh), La Rioja (a los 430 KWh), Neuquen (cambia a los 250 KWh) y el interior de Buenos Aires.

El Cuadro Tarifario de las distribuidoras de electricidad de la provincia de Buenos Aires, establece diversas categorías de servicios: T1–Pequeñas demandas (menos de 10 KW de demanda), que incluye a T1R–Residencial, T1RE–Residencial Estacional, T1G–Servicio General Bajos Consumos, T1G-Servicio General Altos Consumos, y T1GE-Servicio General Estacional. 
En todas estas categorías se aplica un cargo fijo, siendo el más bajo el correspondiente al Servicio General Bajos Consumos, siguiéndole el de Pequeñas Demandas, en cuanto al monto. Con respecto al cargo variable, es importante destacar que el criterio aplicado es el de incrementar el valor del mismo en función del incremento de los kWh consumidos por el usuario durante el período correspondiente. 
De tal forma, para la categoría T1R-Residencial -tomando como ejemplo la Empresa Distribuidora del Atlántico (EDEA)-, los valores aprobados por OCEBA eran a finales del pasado año: Cargo Variable 1 (consumo en KWH-Mes <= 100) 0,1614 $/KWh, Cargo Variable 2 (100 < consumo en KWH-Mes <= 200) 0,1776 $/KWh, Cargo variable 3 (200 < consumo en KWH-Mes <= 400) 0,1969 $/KWh, Cargo Variable 4 (400 < consumo en KWH-Mes <= 500) 0,2096 $/KWh, Cargo Variable 5 (500 < consumo en KWH-Mes <= 700) 0,2493 $/KWh, Cargo Variable 6 (700 < consumo en KWH-Mes <= 1400) 0,2890 $/KWh, y Cargo Variable 7 (consumo en KWH-Mes > 1400) 0,3709 $/KWh.

De acuerdo a los valores citados precedentemente –los cuales siguen la misma progresión para el resto de las empresas distribuidoras-, cuanto mayor es el consumo mayor es el valor tarifario a aplicar. Es decir que se trata de un criterio progresivo que sanciona los consumos elevados, castigando así con lo que sería un cargo sobre el monto establecido para el segmento base inicial de consumo de los usuarios residenciales.

Por Resolución Nº 741/08 del día 18 de diciembre de 2008, se sancionaron nuevos Cuadros Tarifarios a ser aplicados por los concesionarios provinciales y municipales en la jurisdicción de la provincia de Buenos Aires, en concordancia y de conformidad con lo establecido en la sanción de los nuevos precios mayoristas. Estas nuevas tarifas mantienen la estructura establecida en el marco regulatorio, con la aplicación de precios diferenciales y crecientes en función de las cantidades físicas consumidas.

No caben dudas respecto a que el criterio implementado por el Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica tiene el mismo objetivo que el establecido en el régimen tarifario aplicado en la provincia de Buenos Aires. Esta superposición de sanciones podría explicarse al analizar el origen del PUREE. El mismo se estableció inicialmente a nivel nacional, jurisdicción en la cual se aplica un régimen tarifario distinto al provincial. Más aún, se trata de uno que aplica un criterio opuesto a este último, en la medida en que el cargo variable se reduce con un mayor consumo.

Como ejemplo de lo anteriormente indicado, cabe considerar el cuadro tarifario 04/09 del Ente Nacional Regulador de Electricidad (ENRE). De allí surge –caso EDESUR- que para la Tarifa 1 – R1, hasta 300 kWh de consumo se aplica un Cargo Variable de 0,082 $/kWh, mientras que para 301 a 650 kWh el mismo baja a 0,043 $/kWh. Es decir que, respecto al Cargo Variable, en lugar de castigarse se facilita los mayores consumos de electricidad. 

Existe un criterio inverso entre ambos regimenes tarifarios. Mientras que en el nacional se incrementa progresivamente el Cargo Fijo pero se reduce el valor del cargo variable, en nuestra Provincia el criterio es inverso. Sin embargo, el resultado de la aplicación de ambos criterios no es similar para el mismo nivel de consumo sin considerar los recargos impositivos. 
Al realizar una comparación entre las facturaciones de una distribuidora nacional (EDESUR) y una provincial (EDEA), en función de iguales consumos residenciales, surgen las siguientes diferencias: 100 kWh $ 12,63 para la primera y $ 18,85 para la segunda; 300 kWh:$ 29,81 contra $ 56,30; 500 kWh: $ 53,84 y $ 77,86; 600 kWh: $ 58,14 contra $ 102,19. 
Es decir que el cuadro tarifario nacional no castiga tanto el exceso de consumo eléctrico como sí lo hace el provincial, motivo por el cual la implementación del PUREE nacional tuvo por objeto desalentar aquel, algo que ya estaba considerado en nuestro distrito. Indudablemente no se tuvo en cuenta esta situación. La adhesión del gobierno de la Provincial al Programa implicó un doble castigo para los bonaerenses, determinando situaciones muy cuestionables por los altos importes que han tenido que venir abonando los consumidores.

Debemos tener muy en cuenta, entonces, que el cuadro tarifario -mucho antes de ponerse en marcha el PUREE- ya estipulaba un mayor precio unitario de la energía (kWh) cuanto mayor cantidad de ésta fuese consumida. Por lo tanto, puede afirmarse que desde el momento que se otorgaron  las concesiones existe un “castigo” económico establecido para quien más consuma. Por consiguiente, el PUREE viene a superponerse y a acentuar una característica que el propio cuadro tarifario ya presentaba. Es decir, hay un doble recargo al mayor consumo  

Las tarifas eléctricas, así como de los demás servicios públicos, deben calcularse y aplicarse de forma tal que tengan un valor socialmente justo, respondiendo a las posibilidades de los consumidores, y no a los intereses de las empresas que sólo jerarquizan sus tasas de ganancia. Si se adopta un criterio adecuado a éstas últimas y no a los intereses del país y su población, se cae en situaciones como las que han surgido con la implementación del PUREE. 
Las inequidades  
Las características y modalidades de aplicación con que fue concebido el PUREE, provocaron una serie de asimetrías que se agravaron al intentar corregir los impactos sobre determinados sectores de la población, a los cuales afectaba negativamente sin alternativas de evitar su consumo en exceso.   
Entre otros aspectos, el Programa incitaba a la totalidad de los usuarios a ahorrar energía eléctrica en momentos de escasez por medio de incentivos económicos; castigando a aquéllos que consumieran en demasía aplicándoles cargos adicionales por cada kilovatio hora consumido en exceso.

Asimismo, es oportuno inquirir por qué si todos los usuarios están incluidos en el PUREE, excepto los que estén abastecidos por los prestadores nominados en la Disposición DPE N° 299/08 -último párrafo del artículo 1º de la Resolución Nº 378/08-, luego se establecen otras excepciones en el artículo 2º, inciso d), de la mencionada Resolución:

Progresivamente fueron quedando exceptuados del régimen de ahorro e incentivos económicos los usuarios de las Distribuidoras Provinciales y Municipales bajo Jurisdicción provincial, que queden comprendidos en alguna de las situaciones que a continuación se detallan: los usuarios residenciales beneficiados con Tarifa de Interés Social (TEIS), los Jubilados y Pensionados que sean titulares del suministro y perciban hasta un haber mínimo de ingreso, los suministros correspondientes a las categorías tarifarias pequeñas demandas residenciales y generales estacionales (T1RE y T1GE), los suministros a dependencias oficiales afectados directamente a la atención de la salud pública, los suministros destinados a abastecer el alumbrado público y los servicios sanitarios, así como los suministros a hospitales, centros de salud públicos y aquellos privados pertenecientes a entidades sin fines de lucro.

Si bien son atendibles las razones sociales que están detrás de esta medida, la simple invocación a realizar sus mejores esfuerzos para propender al uso racional de la energía eléctrica, no parece incentivo suficiente para que tales usuarios ahorren energía eléctrica. Los sectores exceptuados del PUREE fueron distorsionando el carácter universal que se supondría debería tener el Programa.

Se observa que hay ausencia de uniformidad en cuanto a quienes llevarán sobre sus hombros el costo del PUREE; no sólo por las citadas excepciones sino porque hay usuarios que cuentan con ventajas respecto de otros.

Se estableció arbitrariamente un año base, el cual es distinto según la categoría del usuario: Para las pequeñas demandas -menores que 10 KW- abarca desde el 1 de junio del 2003 hasta el 31 de mayo del 2004; mientras que para las medianas y grandes demandas -mayores que 10 KW- va desde el 1 de junio del 2004 hasta el 31 de mayo del 2005. La norma de creación del PUREE no da ningún fundamento acerca de por qué realiza tal distinción. Se estipuló -también de modo arbitrario, sin dar explicación alguna- el ahorro objetivo, definido como el 10 % (diez por ciento) del consumo del año base.
Hasta aquí se ha descripto el doble rasero que el PUREE aplica a diferentes consumidores que son todos ellos objeto del Cargo Adicional; no obstante también existe  inequidad en el trato que da a los beneficiarios.

Cabe decir que para la aplicación del “castigo” por consumo en exceso no hay límite monetario, pero sí lo hay para el pago de las bonificaciones a quienes ahorren energía. En efecto, si un usuario logra economizar más del 30 % respecto de su período base -por ejemplo, un ahorro del 40 % o del 50 %- la bonificación que se le reconozca no superará el valor correspondiente a la del citado 30 %. 

Por otra parte, si la recaudación en concepto de Cargo Adicional no alcanza para cubrir el importe total de las bonificaciones a otorgar, éstas serán reducidas proporcionalmente. Llevando esta premisa al extremo, podría darse el caso que si todos los usuarios ahorraran energía, entonces no habría bonificación alguna para distribuir; es decir, desaparecería el incentivo.    

Tal como se mencionó anteriormente, a partir del mismo inicio de su aplicación el PUREE recibió innumerables cuestionamientos, ya que se fueron planteando múltiples situaciones no previstas que afectaban a diversos grupos de usuarios, así como a consumidores individuales en casos no contemplados cuando se elaboró el Programa. A nivel provincial los efectos fueron mucho más impactantes por lo analizado respecto al cuadro tarifario.

Ello derivó en derogaciones, relanzamientos, suspensiones y modificaciones permanentes del PUREE, que trataron de corregir los problemas planteados en su implementación. De tal forma se fueron sumando los grupos de usuarios exceptuados del mismo, reduciendo las sanciones, modificando las fechas de inclusión para los períodos base, etc. Todo ello llevó a que en la actualidad el Programa se aplique a sólo una parte del conjunto de consumidores, generando una situación de desigualdad.

Además, la propia formulación del PUREE estableció un esquema que ha llevado a situaciones de evidente injusticia. Al adoptarse el criterio de determinar un período base como nivel de consumo a partir del cual se determinan los excesos o ahorros de consumo, no se tuvieron en cuenta las diversas situaciones que podrían darse en esos momentos para muchos de los inmuebles abastecidos. 

Sirva como ejemplo de lo anteriormente expresado los casos de viviendas desocupadas transitoriamente en el período base -lo cual implica mínimo consumo-, o lo contrario cuando el mismo se correspondió con una mayor necesidad circunstancial de energía. Este tipo de circunstancias derivó en airados reclamos de gran cantidad de usuarios del servicio.

Peor aún, la formulación del Programa posibilita que, tratándose de inmuebles recién habilitados, que sus responsables determinen su propio período base pudiendo, por lo tanto, también establecer un nivel de consumo determinado que posibilite recibir reducciones en sus facturaciones por ahorros de energía que, en realidad, no son tales sino consumos normales.   

De tal forma, el sistema permite no sólo de evitar los recargos del Programa sino también de lograr reducciones en las facturaciones. Sirva como ejemplo el siguiente caso: sea un usuario el primer residente en una vivienda -o un local comercial- de reciente terminación; es decir una construcción que no existía durante los períodos base estipulados en la Resolución Nº 281/05 y sus posteriores modificaciones. 

Supóngase que, durante los primeros doce meses, este cliente sistemáticamente consuma mayor cantidad de energía eléctrica que la requerida para cubrir sus necesidades -por ejemplo un 20 % más- puesto que carece de año base, durante este lapso no lo alcanzará el PUREE. Luego, una vez transcurridos, los mentados doce meses se convertirán en su año base, a partir de ese momento el usuario comenzará a consumir la cantidad de energía que realmente necesita; por lo tanto, al comparar el consumo correspondiente a su período “actual” con el de su período base, aquél resultará siempre menor que éste y así logrará concretar un “ahorro de energía” respecto del consumo de su período base, ser merecedor de la bonificación correspondiente e ir recuperando lo gastado durante dicho lapso; o al menos, evitar el recargo por exceso de consumo.
Puede apreciarse que tal estratagema es absolutamente factible y -lo más significativo- no contribuiría en nada al ahorro de energía, el declamado objetivo del PUREE. La ventaja de este hipotético usuario consiste en que las normas permiten que sea él mismo quien fije el consumo de su año base y no la Autoridad de Aplicación. Como se ha expresado, fue dicha Autoridad la que estableció discrecionalmente el año base de la inmensa mayoría de los clientes de las compañías de electricidad.  

Mientras el programa permite maniobras como las ejemplificadas, aún persisten numerosas situaciones de usuarios afectados con elevados recargos los cuales no se corresponden con un derroche inescrupuloso de la limitada energía generada en el país.

No se pueden efectuar generalizaciones cuando se habla de un incremento en el consumo de los usuarios. Menos aún tratándose de la compleja e inestable situación socioeconómica por la que viene atravesando nuestro país, con altos porcentajes de habitantes que viven por debajo del índice de pobreza. Millones de personas que deben subsistir con necesidades básicas insatisfechas no derrochan energía eléctrica, muy por el contrario deben consumir menos de lo imprescindible.

Cuando hogares en esa situación ven incrementado el núcleo familiar con la llegada de un nuevo miembro –teniendo que ampliar en muchos casos sus reducidas viviendas-, seguramente se producirá un consumo mayor de electricidad, motivo por lo cual serán castigados por el PUREE. Similar situación se produce cuando una familia de escasos recursos –en el marco de una caída en los niveles de empleo-, logra incrementar algo sus ingresos, lo que le permite utilizar una cantidad de electricidad más adecuada a sus necesidades.

Otra situación no prevista, y que afecta en mayor medida a quienes habitan en barrios periféricos de las ciudades, tiene que ver con terrible inseguridad que padece la mayoría de la población. El exponencial incremento anual del delito esta obligando a que gran cantidad de hogares deban iluminar el perímetro de sus viviendas durante la noche a efectos de nos ser víctimas de asaltos, secuestros y violaciones. Ello determina un elevado consumo de energía no querido. 
Otra cuestión vinculada a los sectores de menores recursos, respecto a éste perverso mecanismo de castigo, tiene relación con las supuestas alternativas para la reducción del consumo. Mientras que un determinado porcentaje de la población puede suspender el encendido de luces innecesarias, reemplazar sus lámparas incandescentes por otras  -más caras- de bajo consumo, o cambiar sus modelos de electrodomésticos por otros que requieren menos electricidad; vastos sectores no disponen de recursos suficientes  para reducir el mismo.

Gran parte de la población no posee los recursos necesarios para adquirir electrodomésticos y equipos electrónicos de última tecnología –y por lo tanto de bajo consumo-, utilizando lavarropas, televisores y otros aparatos eléctricos de vieja generación -en caso de poseerlos-, los cuales demandan mayor gasto en energía. 
A ello debe agregarse algo muy importante: las condiciones precarias o al menos inadecuadas en cuanto a aislamiento térmico de las viviendas donde habitan un elevado porcentaje de bonaerenses. Esto provoca que exista en esos hogares un mayor gasto en energía para calefaccionarlos o refrigerarlos. Peor aún si se considera que muchos barrios carecen de provisión de gas natural por red, lo que obliga a utilizar equipos provistos de resistencias eléctricas como fuente de calor, las cuales se caracterizan por su alto consumo de electricidad. 
Esta situación previamente citada se torna mucho más grave para estas familias cuando se producen cambios en las temperaturas de una misma estación en diferentes años, algo frecuente últimamente debido al cambio climático global. Este aspecto tiene gran importancia al considerar la aplicación del PUREE, ya que si el año base coincidió con un período estacional de invierno benigno, y los actuales se corresponden con temperaturas muy bajas, ello determina un mayor gasto en calefacción y por lo tanto en electricidad, con el consecuente castigo a los usuarios que se encuentren en aquella situación.                               

Asimismo, el Programa resulta contradictorio con las publicitadas políticas del gobierno tendientes a alentar el crecimiento de la economía nacional y que se correspondería con sus cifras del INDEC. De ser así, se estaría propiciando por una parte el mayor consumo de electricidad, mientras que por la otra se estaría amenazando y castigando a los que amplíen su actividad productiva y de servicios. Las PYMES y los pequeños talleres son quienes tienen menor capacidad de absorción de gastos y, por lo tanto, resultaron más perjudicadas. 

Las situaciones planteadas representan solo algunas de las numerosas falencias que surgieron con la aplicación del PUREE. Incoherencias manifiestas e inexplicables como las mencionadas hacen más que dudar respecto a las cualidades del mismo. Mientras que para los sectores de mayores recursos un gasto más elevado en sus facturas de electricidad no es determinante para que bajen su consumo, para quienes apenas tienen para subsistir un castigo por aumentar el mismo representa toda una crisis para el sustento familiar.

La ilegalidad                                 
Uno de los argumentos más importantes en contra de la aplicación del Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica está dado por su propio origen, es decir por la forma en que fue establecido. Debido a que el gobierno provincial decidió adherir al PUREE puesto en marcha a nivel nacional por la Secretaría de Energía, tal como ha procedido con otras iniciativas, se implementó un Programa similar sin tener en cuenta que los regímenes que regulan los sistemas eléctricos nacional y provincial no son iguales.

Lo anteriormente citado explica las incoherencias que se detectan al observar el carácter que adquiere el PUREE en la conformación de las facturas, teniendo en cuenta su relación con el régimen tarifario y los adicionales. De acuerdo con la normativa vigente, éstos últimos –cargos impositivos- deben detallarse de forma separada de los cargos de consumo. 
Surge la duda respecto a si los recargos del PUREE constituyen un costo asociado al precio de la cantidad de energía consumida o una carga impositiva. Como es sabido, todo impuesto o contribución, de acuerdo con el artículo 103º de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, debe ser establecido por la Legislatura.     

Con la sanción y posterior promulgación de la Ley 11769, quedó establecido el marco regulatorio del sistema eléctrico provincial. Por medio de esta norma se fijó el régimen tarifario para las empresas distribuidoras de energía eléctrica en la provincia de Buenos Aires. Asimismo, en los contratos de concesión firmados con estas últimas también fue determinada la modalidad de cobro de los consumos de electricidad, fijándose las categorías de usuarios, su segmentación, los cargos a aplicar, la periodicidad de las facturas, los costos por servicios de conexión o reconexión, así como la obligatoriedad de incluir en las mismas los recargos impositivos que se hubieran establecido a los consumidores, entre otros ítems.

Quedó de tal forma claramente establecido por la citada Ley 11769, su decreto reglamentario, modificatorias, y por los contratos de concesión; los cargos a aplicar a los usuarios del servicio eléctrico que conformarían el “costo de la energía”. Tal como ha venido ocurriendo desde que se implementó el nuevo sistema eléctrico provincial -luego de la liquidación de ESEBA SA-, dicho costo quedaba determinado por la suma de los dos únicos tipos de cargos establecidos: el “cargo fijo” y el “cargo variable”. 

Mientras que el primero de los cargos citados precedentemente se relaciona con la infraestructura del servicio de distribución de la electricidad, el segundo se vincula con la cantidad de energía consumida y -como se indicó con anterioridad- castiga con valores cada vez mayores los niveles de kWh gastados. Estos son los únicos dos cargos que pueden aplicar las empresas distribuidoras de electricidad ya que han sido establecidos por normas aprobadas por la Legislatura.

De igual forma, los adicionales que se aplican al “costo de la energía” en las facturaciones periódicas del servicio, corresponden a una serie de impuestos establecidos por leyes nacionales y provinciales. Por las mismas se fijan alícuotas que gravan sobre el costo energético, recargando el monto original del consumo de electricidad. 

Es decir que no se puede incluir ningún otro tipo de adicional al consumo eléctrico, salvo que los mismos sean establecidos por medio de leyes aprobadas por los legisladores nacionales y/o provinciales. El Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica, ha incorporado un denominado  “Cargo Adicional PUREE” en las facturaciones que deben abonar los usuarios. Tal como se indica a continuación de su identificación, no surge de una ley específica que lo estableció sino –tal como consta en las facturas- de la Resolución Nº 165/08.

Queda en evidencia, de tal forma, un cuestionamiento respecto a la legalidad del recargo determinado por la Secretaría de Energía de la Provincia a los consumidores. Se ha incorporado un nuevo “cargo” en las facturaciones que no se correspondería con los establecidos por las leyes que rigen el servicio. Tampoco cabría interpretarlo como un recargo impositivo ya que, en principio, no reúne tales características al no ser establecido por ley. Además se lo ha incorporado dentro del subtotal “costo energía” en las facturas por consumo.

Es decir que, al adherir el Poder Ejecutivo de la Provincia al PUREE establecido por el Gobierno nacional, no se habrían tenido en cuenta los diferentes marcos regulatorios que rigen en dichas jurisdicciones, lo que habría motivado que se impusiera dicho adicional por mayor consumo mediante una simple Resolución de una dependencia menor. 

De tal forma se habría cometido un error de procedimiento para establecer dicho Programa en la Provincia, el cual debería haber sido aprobado mediante una Ley específica sancionada por la Legislatura -algo que no sucedió-, lo que determinaría la ilegalidad respecto a la aplicación del mismo.                                
Corresponde, entonces, determinar claramente la naturaleza de los recargos establecidos por el PUREE, ya que el mismo puede ser interpretado como nuevo cargo asociado a la energía consumida o un impuesto más, entre los que se incorporaron en las facturaciones a los usuarios. Cualquiera sea el caso se produce una contradicción con la forma en que dicho Programa se estableció en nuestra Provincia para comenzar a ser aplicado. 
En ambos de los dos casos previamente citados, corresponde la intervención de la Legislatura provincial en la medida que se trata de un adicional tarifario o de una obligación tributaria al consumo. De igual forma, sea un cargo energético o un impuesto, por tratarse de un adicional no contemplado en el marco regulatorio eléctrico, corresponde la intervención de ambas Cámaras a efectos de la sanción de una ley específica que cree dicho adicional.    

Resulta entonces de fundamental importancia para demostrar la ilegalidad respecto a la aplicación del PUREE, revisar antecedentes que sirvan para aclarar como debió ser el procedimiento a seguir para la creación del mencionado Programa en la Provincia.  
Al respecto, es oportuno recordar el llamado “agregado tarifario”, creado por el Decreto provincial Nº 4.052/00. Dicha norma, en su artículo 2º determinó: “Establécese un agregado tarifario para cubrir los costos de expansión de la red de transporte provincial que deban asumir las distribuidoras. El modo de recaudarlo será reglado por el Ministerio de Obras y Servicios Públicos, debiendo quedar garantizado el destino previsto en este Decreto”.

Sin embargo, a efectos de otorgar la correspondiente legalidad al agregado tarifario que se pretendía establecer, debió dictarse una norma específica que incorporara dicho adicional en las facturas por consumo de electricidad. A tal efecto, con posterioridad al dictado del decreto se sancionó y promulgó, la  Ley Nº 13.173.

Mediante ésta última se modificó la Ley Nº 11.769, introduciendo importantes modificaciones al Marco Regulatorio Eléctrico de la Provincia de Buenos Aires, otorgando a los costos de expansión del transporte eléctrico la condición de componentes de las tarifas de distribución -artículo 42º, incisos a) y b)- y estableciendo que los ingresos generados por el componente tarifario destinado a la expansión del transporte deben ser depositados en una cuenta especial, con las características de un Fondo Fiduciario (artículo 43º). 

Lo precedentemente expuesto importa la posibilidad de aplicar, por medio de la correspondiente norma aprobada por la Legislatura, un cargo adicional en los consumos para un destino específico. Recién, a partir de entonces, se pudo aplicar dicho incremento y así recaudar los recursos generados para los destinos previstos.
En síntesis: el agregado tarifario nació por Decreto Nº 4052/00 del Poder Ejecutivo, luego fue incorporado -por ley- en  el Marco Regulatorio Eléctrico provincial -fijado por la Ley Nº 11.769-, estipulando que se le daba la condición de componente de las tarifas de distribución; asignando -también por ley- un destino a los ingresos producidos por dicho Agregado creando un Fondo Fiduciario ad hoc.  

Quedó claramente en evidencia -a través del análisis del caso citado anteriormente-  que, no sólo los impuestos sino que también los componentes de las tarifas de distribución, deben estatuirse por Ley.

Puede observarse que el nombrado “agregado tarifario” guarda significativa similitud respecto del “cargo adicional” por consumo en exceso. Y aquí surge el aspecto esencial para nuestro caso en estudio, ya que hay una apreciable diferencia entre ambos: el ”cargo adicional” del PUREE no ha sido incorporado por ley en el referido Marco Regulatorio Eléctrico (Ley Nº 11.769).
Más allá de la duda acerca de si el Cargo Adicional correspondiente al PUREE es un tributo o un precio unitario asociado al consumo de energía, ha quedado bien expuesta la obligación de que ambas clases de costos deben ser establecidos por Ley de la Legislatura de la Provincia de Buenos Aires. Al no ser éste el caso del Cargo Adicional del PUREE, se concluye que el mismo es ilegal. 

El destino de la recaudación    

El plan que elaboró el Gobierno en 2004 y que reeditó en 2005 para incentivar un menor consumo de energía eléctrica, no logró cumplir con el objetivo central: el ahorro energético. Desde su implementación quedó en evidencia que, por dicho Programa, no se reduciría la cantidad de kWh de demanda.                 

Los datos oficiales correspondientes a los distintos períodos en que el PUREE se ha venido aplicando, han demostrado que la cantidad de usuarios castigados por consumir más es superior a la aquellos beneficiados por utilizar más energía eléctrica.  
Como ejemplo podemos citar los datos que midieron el consumo entre el 10 de noviembre y 9 de diciembre de 2006 de clientes de las distribuidoras EDENOR, EDESUR y EDELAP. Por entonces eran 1,16 millones los usuarios habían sido penalizados por utilizar más electricidad que en el mismo períodos de 2003, año que fue tomado como base para el cálculo. Los usuarios beneficiados, y que recibirán bonificaciones por haber gastado menos que en ese período, fueron algo más de la mitad, aproximadamente 626.000.

El PUREE nacional contemplaba, en su versión lanzada en mayo de 2005 en la que se hicieron más severas las multas, que los usuarios residenciales debían reducir su consumo en un 10% en relación con el mismo período de 2003, si no querían sufrir recargos sobre el excedente que llegarían hasta el 200 por ciento. 
La obligación de disminuir el uso de electricidad regía para todos los usuarios residenciales cuyo consumo promedio fuera de 300 kW/h por bimestre. A los mismos se les aplicaba un valor determinado por exceso de consumo, ya que mientras la tarifa autorizada por kW/h tenía un valor de 4,2 centavos de peso, lo que se consuma por encima de lo utilizado en 2003 se facturará por un valor de alrededor de 7 centavos de peso.

De acuerdo con los datos anteriormente citados y para el mismo período, el consumo total de energía en las tres distribuidoras había sido de 1,7 millones de MW/h, correspondiendo a facturaciones por ahorro 152.847 MW/h, mientras que por exceso 384.375 MWh.

Según informó el ENRE es esa oportunidad, EDENOR cobró 3,8 millones de pesos en conceptos de multa por consumos en exceso a los usuarios residenciales, EDESUR facturó cargos por $ 3 millones, y EDELAP aplicó extras por 330.000 pesos.

El Gobierno nacional jamás indicó cuál era la meta de ahorro esperado con la puesta en marcha del plan. Sin embargo, los datos del programa que mes a mes se daban a conocer determinaban que el incentivo al ahorro era escaso, siendo superior el consumo en exceso, sin que por ello se anulara el PUREE.
En el considerando de la Resolución de la Secretaría de Energía de la Nación Nº 745/05 -párrafo octavo- se afirma respecto del PUREE: “Que a fin de garantizar la autosustentabilidad del Programa, es necesario crear un sistema que aliente el uso racional de la energía, por lo que todo lo que se recaude en concepto de cargos por consumo en exceso se distribuya entre todos los usuarios de igual categoría que adopten el hábito cultural del ahorro, tratando que en el transcurrir del tiempo mejore el comportamiento general de todos los argentinos tendiendo a una cultura de conservación de la energía totalmente al margen de las situaciones coyunturales”. 

A su vez, en el Anexo I de la Resolución Nº 745/05, el artículo12º expresa: “En caso que de la compensación entre los cargos por consumo en exceso y el pago de bonificaciones por ahorro surja algún remanente de fondos, el mismo se destinará a cancelar eventuales saldos de ahorros de energía producidos por ajustes ex post resultantes de la aplicación de la metodología establecida por los artículos 5º y 6º del Anexo de la Resolución de la Secretaría de Energía Nº 552 del 28 de mayo de 2004”.
Sin embargo, la Provincia ha adoptado un criterio diferente: en vez de distribuir todo lo recaudado, ha decidido -artículo 10º de la Resolución Nº 378/08- que el dinero excedente sea administrado por la Autoridad de Aplicación, que no es otra que el propio Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos. 

Esta decisión significa que no toda la recaudación producto del  pago del Cargo Adicional por consumo en exceso, será repartida entre aquéllos que ahorren energía. No debe olvidarse que las bonificaciones por economía energética tienen un límite máximo (artículos 3º, 4º y 5º del Anexo I -Texto Ordenado del PUREE- de la Resolución Nº 378/08). Al respecto, es oportuno recordar que en el caso  del Fondo Provincial de Compensaciones Tarifarias -creado por el artículo 45º de la Ley Nº 11.769-  si presenta superávit en un determinado período, este remanente también se destinará a compensaciones en el período siguiente, de acuerdo con el texto del artículo 48º, último párrafo. 

La última información disponible sobre la aplicación mensual del Programa indica que, en el período comprendido entre el 10 de abril y el 9 de mayo de 2009, las distribuidoras de Capital Federal y el conurbano bonaerense, facturaron un total de 1.814.504 MWh. El consumo de ahorro fue de 257.329 MWh, y el consumo en exceso -es decir por sobre la pauta del 90 % del período base- ascendió a 466.723 MWh; motivo por el cual el “ahorro” fue negativo con – 209.395 MWh. Los usuarios con ahorros fueron 630.477, mientras que los usuarios con consumos en exceso ascendieron a 1.269.033. En síntesis, el exceso duplica al ahorro.

Se  sugirió durante los primeros años de aplicación que el causante del fracaso del Programa estaba dado por el hecho que las tarifas eran bajas. Esta afirmación permite dar respuestas a los interrogantes planteados precedentemente, y también explicar el problema de fondo respecto a la que se considera la causa central para el establecimiento del PUREE    
Se trató de permitir un incremento de los ingresos de las empresas distribuidoras de electricidad –las cuales venían demandando un urgente aumento en las tarifas- sin tener que actualizar el cuadro tarifario; medida por cierto impopular. Se buscó como alternativa la creación de un Programa que sancionara pecuniariamente a un importante número de usuarios y, de tal forma, posibilitar una mayor recaudación a las distribuidoras. Por lo tanto, el PUREE sería el resultado de dicha estrategia que se aplicó tanto a nivel nacional como provincial.      

Sin embargo, a comienzos del año 2007 las distribuidoras eléctricas EDENOR, EDESUR y EDELAP ya estaban renegociando sus contratos con el Gobierno y había sido autorizada una recomposición tarifaria para ellas. Al concretarse dichos incrementos en los cargos por consumo, surgieron presentaciones cuestionando la legalidad de los mismos por entender que no se debía seguir con el Programa a partir de otorgárseles a las distribuidoras el aumento tarifario, sobre la base de que el PUREE había sido creado en tanto no se aprobaba un incremento tarifario a las empresas concesionarias del servicio.
Ante estos reclamos, así como por otros que se hicieron públicos a poco de establecerse el Programa, los organismos competentes en regulación energética dispusieron algunas medidas para contrarrestar las críticas. Los cuestionamientos se basaban en que los resultados financieros del PUREE no cumplían con las previsiones anunciadas en su lanzamiento: un supuesto equilibrio entre los ahorros energéticos y los excesos en el consumo, con lo cual los premios –en reducción del monto a abonar en las facturas- se compensaría con las sanciones determinadas –mayor costo por superar los niveles base-, aplicadas a quienes derrochasen electricidad.

Lo cierto fue que dicho balance en la práctica no existió y, tal como suponían quienes cuestionaban el objetivo encubierto del Programa, se producían grandes excedentes económicos a favor de las distribuidoras. Ante las críticas por esta situación se dispuso que éstas empresas deberían presentar ante las autoridades competentes un plan de obras de infraestructura, a ejecutarse mediante el dinero recaudado por cada una a través del PUREE. 
Al respecto, la Resolución Nº 378/08 en su artículo 3º, asignó un destino al dinero remanente. La norma establece: “Determinar que los distribuidores que resultaron con excedentes por aplicación del Programa de Uso Racional de Energía instaurado por la Resolución Nº 281/05, complementarias y modificatorias, desde el 1° de diciembre de 2005, deberán presentar ante la Dirección Provincial de Energía, dentro de los noventa (90) días consecutivos posteriores a la publicación de la presente en el Boletín Oficial, un plan de obras eléctricas, conteniendo sus detalles, localización, fundamentación, plazo de ejecución y monto, destinado a mejorar la operación y calidad de servicio en las redes o estaciones transformadoras de distribución o de vinculación interurbanas, por un monto igual o superior a dichos excedentes, con fecha de cierre parcial dada por los consumos efectuados con fecha de lectura final hasta el 31 de mayo de 2008. 

Inicialmente, al establecerse el programa en la provincia de Buenos Aires, el Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos había dispuesto que: “En caso que de la compensación entre los cargos por consumo en exceso y el pago de bonificaciones por ahorro surja algún remanente de fondos, éste deberá ser depositado por las Distribuidoras en cuentas bancarias especialmente abiertas en el Banco de Provincia de Buenos Aires a tal efecto. Una vez finalizado el programa o bien terminado un período que la Autoridad de Aplicación determine, si existiere algún remanente, la Autoridad de Aplicación determinará el destino de esos fondos”. 
Sin embargo, luego de establecerse un destino específico para dichos recursos, no se aprecia el cumplimiento del plan de obras anunciado para mejorar la operación y calidad del servicio -que las distribuidoras presentaron oportunamente- y que deben realizarse con los excedentes recaudados. Hasta el presente desconocemos fehacientemente en que se utilizó el dinero obtenido por los recargos a los consumidores                                        

De acuerdo con los últimos datos oficiales proporcionados por el ENRE, desde que en mayo de 2005 empezó a aplicarse la segunda versión del PUREE a nivel nacional y hasta principios de mayo de 2009, 53.94 millones de usuarios debieron pagar los cargos adicionales contemplados por el programa, y sólo 34.44 millones fueron beneficiados con las bonificaciones correspondientes. Hacia el pasado año se calculaba que la mitad de los ingresos por el PUREE compensaba los mayores costos de las empresas. 

Con fecha 8 de abril, el Ministerio de Infraestructura de la Provincia de Buenos Aires dictó la Resolución N° 234/09 con el objeto de modificar sustancialmente las previsiones del Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica vigentes. 

La norma fue sancionada en un marco de reclamos masivos de los usuarios y deviene en el primer resultado favorable obtenido a partir de la denuncia iniciada a la Ministra de infraestructura, entre otros organismos y dependencias oficiales, por el Sindicato de Luz y Fuerza Mar del Plata, junto con más de 50 organizaciones sociales y políticas de la ciudad de Mar del Plata, como asimismo DEUCO y otras ONG’s en Defensa de los Usuarios y Consumidores, en la que, además de la derogación de los aumentos desmedidos, desproporcionados, inoportunos e ilegítimos impuestos por la Resolución MI Nº 741/08, se solicitó la eliminación de los cargos adicionales por mayor consumo. 

Las nuevas disposiciones morigeran el impacto de aplicar un comparativo de consumo con años en los que el mismo Estado provincial solicitaba a los usuarios ahorro de energía. El incremento que se producía en las facturaciones de todas las categorías de consumidores, creó una situación que se agravó por los aumentos operados retroactivamente a partir del 1 de octubre de 2008. 

Las principales modificaciones han sido: la eliminación de la carga impositiva provincial y municipal a los recargos por mayor consumo que representan un 6,6% de las multas, y un pedido a los distribuidores de efectuar una consulta vinculante a la AFIP con el fin que determine la posibilidad de eliminar asimismo el IVA a tales multas. 

La nueva resolución que reglamenta el PUREE se comenzó a aplicar a los consumos registrados a partir del 1° de abril del corriente, reduciéndose a 0,5 el valor del cargo adicional para cada kW de mayor consumo. Por lo tanto, las penalidades resultantes representan ahora la mitad del valor que venía aplicándose para todas las categorías tarifarias. 

Por otra parte, se elimina por completo la aplicación del PUREE a la tarifa rural (T4) y se determina que sólo recibirán beneficios o bonificaciones los usuarios que cumplan con los ahorros requeridos por el programa, aquellos cuyo consumo no supere los 500 kWh/mes o 1.000 kWh/bimestre, conforme sea la modalidad de facturación de su respectivo distribuidor.

Conclusiones
A manera de resumen de lo expuesto en este informe, podemos destacar lo siguiente: El Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica fue establecido en la provincia de Buenos Aires por la Resolución Nº 281/05 del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y servicios Públicos. Esta decisión del Poder Ejecutivo bonaerense constituyó en la práctica una adhesión al PUREE creado y regulado por la Nación mediante la Resolución Nº 415/04 de la Secretaría de Energía de la Nación, y posteriormente por la Resolución Nº 745/05.  

El Programa de Uso Racional de Energía Eléctrica establecido por entonces permaneció vigente  hasta el presente, con las variaciones incluidas mediante la Resolución 165/08 y los ajustes propios derivados de los nuevos precios de energía y potencia sancionados recientemente. 
Este sistema incorporado por nuestra Provincia al establecer su propio PUREE, fue adaptado al marco regulatorio bonaerense, penalizando los mayores consumos con el afán de estimular el ahorro. Su aplicación incrementó el costo del servicio eléctrico y, por lo tanto,  de las facturas correspondientes. Con los últimos incrementos tarifarios que aplicaron las distribuidoras de jurisdicción nacional y provincial, la carga para los usuarios bonaerenses se tornó muy pesada.

El aumento de tarifas se hizo más importante por la incidencia del PUREE. Este Programa  fue concebido como un recurso para impulsar una baja en la demanda de electricidad, penalizando a quienes consuman por encima del 90 por ciento de lo que gastaron en el mismo bimestre de 2003 y bonificando a quienes demanden por debajo de esa cantidad. El castigo implica pagar el doble la energía consumida en exceso, por lo tanto, cuanto más alta es la tarifa, más gravosa es la carga. 
Numerosas presentaciones ante la Justicia fueron realizadas intentando suspender la aplicación del PUREE. La esperanza que pudieran tener los usuarios respecto de que el aumento fuera frenado judicialmente, comenzó a diluirse cuando la jueza en lo Contencioso Administrativo Federal Cecilia Gilardi rechazó una presentación en ese sentido del Defensor del Pueblo de la Nación, Eduardo Mondino, alegando que no estaba en condiciones de plantear una acción colectiva en nombre de todos los usuarios, decisión luego apelada por el ombudsman nacional.
Los fuertes incrementos en las facturaciones que recibían numerosos bonaerenses, al ser castigados por consumir más que en el año 2003, se potenciaron a su vez por el aumento de las tarifas eléctricas, provocando airados reclamos por parte de los usuarios. Ello determinó que Final del formulario

el gobernador, Daniel Scioli, sugiriera que la Provincia podría revisar su adhesión al Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica, como una forma de atenuar el aumento en el costo de la electricidad. 
Al menos en el caso de EDENOR, EDESUR y EDELAP, mientras los precios residenciales permanecieron fijos, la pena no resultaba demasiado pesada y, por consiguiente, no fue un estímulo poderoso para ahorrar. El resultado es –tal como se analizó anteriormente- que se recaudaba más por los castigos de lo que se descontaba por los premios. El saldo iba al ente regulador, hasta que éste permitió que las empresas utilizaran la mitad para la cobertura de los mayores costos de la explotación.

El PUREE tuvo otros cambios que reforzaron la carga para los usuarios de mayores consumos. Por ejemplo, el que los excluyó de la posibilidad de tener cualquier bonificación aunque consumieran menos. Pero el verdadero cimbronazo se produjo cuando las facturas incorporaron el cambio tarifario dispuesto por la Secretaría de Energía de la Nación -a partir del primero de octubre de 2007-  para los consumidores por encima de 1000 kWh en el bimestre.

Los aumentos de hasta el 400 por ciento fueron el efecto combinado de un kilovatio más caro, con la aplicación de una pena que por este mismo hecho resulta más alta. Para peor, como el último noviembre fue excepcionalmente cálido, fue común que los hogares con aire acondicionado lo usaran a discreción, incrementando las cifras del medidor. 

En el conurbano bonaerense, el valor del kilovatio consumido en exceso saltó un abrupto 300 por ciento para los usuarios de más de 1200 kW por bimestre. Así el castigo se sintió fuertemente. Valga de ejemplo que un hogar cliente de EDESUR de esta categoría recibió una factura por un monto total de $ 700, de los cuales $ 120 corresponden a la aplicación del castigo, ya que ese fin de año consumió 700 kW más en el período base. De suprimirse la adhesión al Programa impulsado por la Nación, esa boleta podría reducirse a unos $ 580.

Las provincias pueden adherir voluntariamente al PUREE, como hizo Buenos Aires, y eventualmente desandar luego el camino, decisión que involucra a las distribuidoras bajo órbita provincial. Cabe aclarar que, de no adoptarse una medida similar a nivel nacional, los usuarios bonaerenses de EDENOR, EDESUR y EDELAP -empresas que tienen la mitad de los clientes localizados en territorio provincial-, no serían desafectados del Programa, por estar sujetas al régimen nacional. 

A diferencia de lo que ocurre en el esquema vigente a nivel nacional, la implementación del PUREE en la provincia de Buenos Aires supone una doble imposición.                         

Desde el punto de vista socioeconómico, es de tener en cuenta el fuerte impacto que generan los incrementos tarifarios directos o encubiertos  -como es el caso del PUREE- en las familias, más aún teniendo presente que se  trata de consumidores cautivos de empresas monopólicas. A diferencia con lo que generalmente se sostiene, desde mediados de la presente década se han producido aumentos en las tarifas, con diversas justificaciones y bajo la forma de cargos específicos, fideicomisos, y programas de racionalización. 

Los usuarios tienen que afrontar tarifas superiores por no consumir energía eléctrica en forma regular, o por consumir poca, o por consumir de más respecto de un período elegido caprichosamente como de referencia. Es decir, siempre, hagan lo que hagan pagan castigos al consumo, y lo hacen por un sistema que presta los servicios en condiciones deficientes e inseguras”.
Queda claro, a través de lo expuesto en el presente análisis, que las autoridades nacionales y provinciales pretendían favorecer a las empresas distribuidoras de electricidad con mayores ingresos –dado el retraso en el valor establecido por kWh consumido-, sin tener que aumentar las tarifas.  

Si realmente se hubiese pretendido dar una respuesta a la problemática energética coyuntural, se debería haber establecido una política permanente de mediano a largo plazo, con el objeto de habilitar mayores saldos energéticos para uso industrial y cubrir la demanda residencial.

El PUREE se constituyó luego de numerosas modificaciones en un programa complejo, injusto y que no sirvió a su supuesto fin: el ahorro energético; sino que afectó económicamente a amplios sectores de la población en beneficio de las  grandes empresas distribuidoras de electricidad, muchas de ellas vinculadas a multinacionales. 
Estamos ante un Programa que: a) Es injusto pues no se aplica uniformemente a todos los usuarios, sino que establece apreciable discriminación entre ellos; b) Se superpone con el cuadro tarifario, en el sentido de que implica una nueva penalidad al consumo; c) No cumple con su proclamado objetivo de ahorrar energía;  y d) En la actualidad, dentro de un contexto de recesión económica, pierde sentido su aplicación. 

La política energética nacional, en lo que especta al consumo, ha distado mucho de ser racional. Desde comienzos de la presente década las tarifas estuvieron congeladas -especialmente las domiciliarias- incentivándose indirectamente el consumo de electricidad. Hacia mediados de la misma, ante las dificultades en la generación debidas a la falta de inversión en usinas generadoras, y en lo referente a infraestructura de transporte, por la falta de inversión en líneas de alta tensión, se intentó reducir el uso de la electricidad aplicando sanciones a los consumos “excesivos”, con lo cual se comenzó a castigar también -e insólitamente- el mayor consumo por mayor producción.

El Programa, tanto a nivel nacional como provincial, fracasó en lo relacionado con el supuesto objetivo declamado para el mismo -el ahorro energético-, pero no en la finalidad subyacente: los mayores ingresos económicos para las distribuidoras.

Los mayores perjudicados por esta estrategia fueron –y en gran medida continúan siendo- los miles de usuarios imposibilitados de reducir sus niveles de consumo eléctrico por los numerosos factores y circunstancias descriptas en el presente informe. A pesar de las diversas modificaciones al PUREE, muchos de los inconvenientes han subsistido.

El resultado negativo que determinan las cifras oficiales en relación con los objetivos del PUREE, estaría indicando -en consecuencia- que el régimen de premios y castigos en la tarifa establecidos por el Programa no ha resultado eficaz para cumplir con la meta planteada, por lo tanto éste es otro motivo por el cual corresponde dejar sin efecto las normas que lo establecieron, procediendo a la  derogación de las mismas.
Como síntesis de todo lo expuesto en los presentes fundamentos, consideramos que se debe derogar el Programa de Uso Racional de Energía Eléctrica (PUREE), establecido por Res.281/05, Res.459/05, Res.698/05, Res.306/06 del MIVySP, Res.165/08 del MI –texto ordenado por Resolución Nº 378/08-, y Res. 234/09; por representar un adicional por mayor consumo eléctrico, aspecto ya incluido en el régimen tarifario-, el cual no está contemplado en el Marco Regulatorio Eléctrico de la Provincia de Buenos Aires –Ley 11769-.
Por otra parte, consideramos debe ser eliminado por no ser de aplicación igualitaria, universal y uniforme, por no cumplir con los objetivos de su creación, por ser su aplicación inequitativa y distorsiva, por ser arbitraria la modalidad de implementación, por sancionar económicamente a quienes incrementan sus actividades económico-productivas, por castigar a usuarios que están obligados a incrementar su consumo por problemas de seguridad, de educación, de ampliación del núcleo familiar, de salud, etc.
Asimismo, el PUREE debe ser suprimido por no contemplar el incremento de las temperaturas producto de los efectos del cambio climático –calentamiento global- y la necesidad consecuente de uso de equipos de ventilación y refrigeración. Por último, porque -según el Gobierno- el país ha superado la crisis energética, y por constituir en la práctica una forma de incrementar los ingresos de las empresas concesionarias distribuidoras.       
Por todo lo expuesto en los presentes fundamentos, esta Honorable Cámara debe reclamar la derogación de Programa de Uso Racional de Energía Eléctrica (PUREE), instaurado por la Resolución Nº 281/05 del MIVySP, complementarias y modificatorias, por constituir un cargo tarifario ilegal al no estar incorporado en el Marco Regulatorio Eléctrico de la Provincia de Buenos Aires –Ley 11769-, por los efectos distorsivos de su aplicación, y por no cumplir los objetivos de su creación 
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